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DIRECCIÓN GENERAL DE APOYO PARLAMENTARIO 
DIRECCIÓN DE APOYO A COMISIONES  
SUBDIRECCIÓN DE APOYO TÉCNICO JURÍDICO A COMISIONES 
 

I.- DATOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA INICIATIVA 

 

1.-Nombre de la Iniciativa. 
 

Que expide la Ley del Sistema Federal de Ejecución de Sentencias; reforma, adiciona y deroga 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, del Código Penal Federal y del Código Federal 
de Procedimientos Penales; y abroga la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre 
Readaptación Social de Sentenciados.  

2.-Tema principal de la Iniciativa Justicia 
3.-Nombre de quien presenta la 
Iniciativa. 

Dip. Edgar Olvera Higuera 

4.-Grupo Parlamentario del Partido 
Político al que pertenece. 

PAN 

5.-Fecha de presentación ante el 
Pleno de la Cámara.   

8 de febrero de 2007 

6.-Fecha de publicación en la Gaceta 
Parlamentaria.  

8 de febrero de 2007 

7.-Turno a Comisión. Justicia, con opinión de Presupuesto y Cuenta Pública 

 

II.- SINOPSIS.  

Crear la Ley del Sistema Federal de Ejecución de Sentencias, la cual tiene por objeto regular la ejecución de las sanciones penales y 
organizar el sistema penitenciario en la República, para lo cual prevé la creación del juez federal de ejecución de sentencias penales, 
dependiente del Poder Judicial de la Federación, con facultades para supervisar la legalidad de la ejecución de las sanciones penales; 
controlar y vigilar el cumplimiento del régimen penitenciario; así como dirimir controversias que se susciten entre la autoridad 
penitenciaria local y los particulares. Facultar a la Secretaría de Seguridad Pública para cumplir los requerimientos y mandamientos de 
los jueces de ejecución de sanciones penales.  

 
No. Expediente:   0290-2PO1-07 
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III.-  ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD. 

 
El derecho de iniciativa se fundamenta en la fracción II del artículo 71 Constitucional, la facultad del Congreso de la Unión para 
legislar en la materia se sustenta en el artículo 73 fracciones XXI y XXX, en relación con los artículos 18 segundo párrafo, 90 y 94 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

 
 

IV.- ANÁLISIS TÉCNICO PRELIMINAR.  

 
En la parte relativa al texto legal que se propone, se sugiere lo siguiente: 
 

 Incluir el fundamento legal en que se sustenta la facultad del Congreso para legislar en la materia que se propone. 
 En el artículo primero del Proyecto de Decreto, por el cual se expide la Ley del Sistema Federal de Ejecución de Sentencias, 

precisar la numeración de los artículos, ya que se repite en dos ocasiones el artículo 80.  
  

La iniciativa cumple en general con los requisitos formales que se exigen en la práctica parlamentaria y que son los siguientes: 
 
Ser formulada por escrito, tener un título, contener el nombre y firma de la persona que presenta la iniciativa, una parte expositiva de 
motivos, el texto legal que se propone, el artículo transitorio  que señala la entrada en vigor, la fecha de elaboración y ser publicada en 
la Gaceta Parlamentaria.  
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V.- CUADRO COMPARATIVO DEL TEXTO VIGENTE Y DEL TEXTO QUE SE PROPONE 

TEXTO QUE SE PROPONE TEXTO VIGENTE 

 

 

LEY QUE ESTABLECE LAS NORMAS MÍNIMAS SOBRE 
READAPTACIÓN SOCIAL DE SENTENCIADOS 

 

 

 

 

 
ARTICULO 1o.- Las presentes Normas tienen como finalidad 
organizar el sistema penitenciario en la República, conforme a lo 
establecido en los artículos siguientes.  

 

 

 

 

Proyecto de Decreto  

La honorable LX Legislatura federal decreta:  

Artículo Primero. Se expide la Ley del Sistema Federal de 
Ejecución de Sentencias, para quedar como sigue:  

Ley del Sistema Federal de Ejecución de Sentencias  

Capítulo I 

  
Disposiciones Generales  

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés general 
y tiene por objeto regular la ejecución de las sanciones penales 
y organizar el sistema penitenciario en la república, conforme 
los siguientes aspectos:  

I. La intervención del juez en materia de ejecución de 
sentencias penales, dentro del sistema federal en:  

a) La ejecución de las sanciones privativas, restrictivas de la 
libertad y de las medidas de seguridad que imponga el juez de 
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ARTICULO 2o.- El sistema penal se organizará sobre la base del 
trabajo, la capacitación para el mismo y la educación como 
medios para la readaptación social del delincuente.  

 

la causa;  

b) La aplicación de las sanciones penales antes señaladas que 
hayan sido impuestas por órganos jurisdiccionales del fuero 
común, otras entidades federativas y se cumplan en 
establecimientos federales en virtud de los convenios 
establecidos para ello;  

c) La determinación del régimen jurídico de la ejecución de la 
sanción penal impuesta por el juez de la causa y que sea 
aplicada por la Secretaría o por las autoridades penitenciarias 
de las entidades federativas, sobre la base de los convenios 
respectivos, y  

d) La organización y funcionamiento del centro federal de 
readaptación social, lo que comprende las instalaciones 
destinadas al cumplimiento de la pena de prisión.  

II. La intervención de los órganos jurisdiccionales de la 
federación en la solución de las controversias que se susciten 
entre la autoridad penitenciaria federal y local, cuando esta 
última atienda a sentenciados federales, así como en los demás 
procedimientos previstos en esta ley. 
 
 
Artículo 2. El sistema penitenciario federal se organizará sobre la 
base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación, así 
como el respeto de los derechos humanos en la prisión como los 
medios idóneos para la readaptación social, su rehabilitación y 
la reinserción social del interno.  
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ARTICULO 3o.- La Dirección General de Servicios 
Coordinados de Prevención y Readaptación Social, dependiente 
de la Secretaría de Gobernación, tendrá a su cargo aplicar estas 
normas en el Distrito Federal y en los reclusorios dependientes 
de la Federación. Asimismo, las normas se aplicarán, en lo 
pertinente, a los reos federales sentenciados en toda la República 
y se promoverá su adopción por parte de los Estados. Para este 
último efecto, así como para la orientación de las tareas de 

 

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se considera:  

I. Juez de ejecución, al juez del Poder Judicial de la 
Federación en materia de ejecución de sanciones penales; 
  

II. Juez de la causa, al juez de distrito;  
 
III. Secretaría, la Secretaría de Seguridad Pública Federal;  

IV. Autoridad o autoridades penitenciarias, las que de acuerdo 
con la Ley y Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad 
Pública Federal y demás disposiciones aplicables, tiene 
competencia para ejercer las facultades que esta ley establece;  

V. Cefereso, el centro federal de readaptación social;  
 
VI. Cereso, el centro de readaptación social;  
 
VII. Ceferepsi, el centro federal de readaptación psicosocial, y  
 
VIII. Reglamento, el reglamento de esta ley. 
 
Artículo 4. La ejecución de las sentencias en materia penal 
federal, corresponde al Poder Ejecutivo, quien, por medio del 
órgano que designe la Ley, determinará, en su caso, el lugar y 
las modalidades de ejecución.  

Corresponde al juez de distrito en materia de ejecución de 
sanciones penales; la observación de la legalidad de la ejecución 
de las sanciones penales, de conformidad con las normas que 
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prevención social de la delincuencia, el Ejecutivo Federal podrá 
celebrar convenios de coordinación con los gobiernos de los 
Estados. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En dichos convenios se determinará lo relativo a la creación y 
manejo de instituciones penales de toda índole, entre las que 
figurarán las destinadas al tratamiento de adultos delincuentes, 
alienados que hayan incurrido en conductas antisociales y 
menores infractores, especificándose la participación que en cada 
caso corresponde a los Gobiernos Federal y Locales. 

 
Los convenios podrán ser concertados entre el Ejecutivo Federal y 
un solo Estado, o entre aquél y varias entidades federativas, 
simultáneamente, con el propósito de establecer, cuando así lo 

establece la presente ley.  

El juez de distrito en materia de ejecución de sanciones 
penales; controlará el cumplimiento adecuado del régimen 
penitenciario; entre otras medidas, dispondrá las inspecciones 
de establecimientos penitenciarios que fueren necesarias y 
podrá hacer comparecer ante sí a los sentenciados con fines de 
vigilancia y control.  

El órgano administrativo desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social, dependiente de la Secretaría de Seguridad 
Pública Federal, tendrá a su cargo en el ámbito de su 
competencia, la aplicación de esta ley en el Distrito Federal y en 
los reclusorios dependientes de la federación. Asimismo, las 
normas se aplicarán, en lo pertinente, a los reos federales 
sentenciados en toda la república y se promoverá su adopción 
por parte de los estados. Para este último efecto, así como para 
la orientación de las tareas de prevención social de la 
delincuencia, el Ejecutivo federal podrá celebrar convenios de 
coordinación con los gobiernos de los estados.  

En dichos convenios se determinará lo relativo a la creación y 
manejo de instituciones penales de toda índole, entre las que 
figurarán las destinadas al tratamiento de adultos delincuentes, 
alienados que hayan incurrido en conductas antisociales y menores 
infractores, especificándose la participación que en cada caso 
corresponde a los gobiernos federal y locales.  

Los convenios podrán ser concertados entre el Ejecutivo federal y 
un solo estado, o entre aquél y varias entidades federativas, 
simultáneamente, con el propósito de establecer, cuando así lo 
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aconsejen las circunstancias, sistemas regionales. 
 

Podrá convenirse también que los reos sentenciados por delitos 
del orden federal compurguen sus penas en los centros 
penitenciarios a cargo de los Gobiernos Estatales, cuando estos 
centros se encuentren más cercanos a su domicilio que los del 
Ejecutivo Federal, y que por la mínima peligrosidad del recluso, a 
criterio de la Dirección General de Servicios Coordinados de la 
Prevención y Readaptación Social, ello sea posible. Para los 
efectos anteriores, en caso de reos indígenas sentenciados, se 
considerarán los usos y costumbres, así como las circunstancias 
en las que se cometió el delito. Esta medida no podrá otorgarse 
tratándose de reclusos sentenciados por alguno o más de los 
delitos que prevé la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada. 

 
En los convenios a que se refiere el presente artículo, podrá 
acordarse también que tratándose de reos sentenciados por delitos 
del orden común, puedan cumplir su condena en un centro federal 
si éste se encuentra más cercano a su domicilio. 

 
Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 
18 Constitucional acerca de convenios para que los reos 
sentenciados por delitos del orden común extingan su condena en 
establecimientos dependientes del Ejecutivo Federal.  

 
La Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y 
Readaptación Social tendrá a su cargo, asimismo, la ejecución de 
las sanciones que, por sentencia judicial, sustituyan a la pena de 
prisión o a la multa, y las de tratamiento que el juzgador aplique, 
así como la ejecución de las medidas impuestas a inimputables, 
sin perjuicio de la intervención que a este respecto deba tener, en 

aconsejen las circunstancias, sistemas regionales.  

Podrá convenirse también que los reos sentenciados por delitos del 
orden federal compurguen sus penas en los centros penitenciarios a 
cargo de los gobiernos estatales, cuando estos centros se encuentren 
más cercanos a su domicilio que los del Ejecutivo federal, y que 
por la mínima peligrosidad del recluso, a criterio del órgano 
administrativo desconcentrado Prevención y Readaptación 
Social, ello sea posible. Para los efectos anteriores, en caso de reos 
indígenas sentenciados, se considerarán los usos y costumbres, así 
como las circunstancias en las que se cometió el delito. Esta 
medida no podrá otorgarse tratándose de reclusos sentenciados por 
alguno o más de los delitos que prevé la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada.  

 
En los convenios a que se refiere el presente artículo, podrá 
acordarse también que tratándose de reos sentenciados por delitos 
del orden común, puedan cumplir su condena en un centro federal 
si éste se encuentra más cercano a su domicilio.  

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 18 
constitucional acerca de convenios para que los reos sentenciados 
por delitos del orden común extingan su condena en 
establecimientos dependientes del Ejecutivo federal.  

El juez de distrito en materia de ejecución de sanciones penales, 
tendrá a su cargo, asimismo, la ejecución de las sanciones que, por 
sentencia judicial, sustituyan a la pena de prisión o a la multa, y las 
de tratamiento que el juzgador aplique, así como la ejecución de las 
medidas impuestas a inimputables, sin perjuicio de la intervención 
que a este respecto deba tener, en su caso y oportunidad, la 
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su caso y oportunidad, la autoridad sanitaria. 

 

 
ARTICULO 4o.- Para el adecuado funcionamiento del sistema 
penitenciario, en la designación del personal directivo, 
administrativo, técnico y de custodia de las instituciones de 
internamiento se considerará la vocación, aptitudes, preparación 
académica y antecedentes personales de los candidatos.  

 

 
ARTICULO 5o.- Los miembros del personal penitenciario 
quedan sujetos a la obligación de seguir, antes de la asunción de 
su cargo y durante el desempeño de éste, los cursos de formación 
y de actualización que se establezcan, así como de aprobar los 
exámenes de selección que se implanten. Para ello, en los 
convenios se determinará la participación que en este punto habrá 
de tener el servicio de selección y formación de personal, 
dependiente de la Dirección General de Servicios Coordinados 
de Prevención y Readaptación Social.  

 

 

 

 

autoridad sanitaria.  

Capítulo II  
Personal 

Artículo 5. Para el adecuado funcionamiento del sistema federal 
de ejecución de sentencias, en la designación del personal 
directivo, administrativo, técnico y de custodia de las instituciones 
de internamiento, se considerara la vocación, aptitudes, preparación 
a académica, antecedentes penales y la convocatoria de las 
autoridades competentes.  

 

Artículo 6. Los miembros del personal penitenciario, quedan 
sujetos a la obligación de seguir, antes de la asunción de su cargo y 
durante el desempeño de este, los cursos de formación y 
actualización que se establezcan, así como de aprobar los exámenes 
de selección que se implanten. Para ello, en los convenios se 
determinará la participación que en este punto habrá de tener el 
servicio de selección y formación de personal, dependiente del 
órgano administrativo desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social; y el Poder Judicial de la Federación, 
respectivamente.  

 

Artículo 7. El personal de seguridad estará a cargo de la 
vigilancia exterior de los centros federales de ejecución de 
penas; el personal de custodia, lo será de la interior, éste último 
en ningún caso deberá realizar sus funciones armado. El 
reglamento interior del centro establecerá los requerimientos 
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ARTICULO 6o.- El tratamiento será individualizado, con 
aportación de las diversas ciencias y disciplinas pertinentes para 
la reincorporación social del sujeto, consideradas sus 
circunstancias personales, sus usos y costumbres tratándose de 
internos indígenas, así como la ubicación de su domicilio, a fin de 
que puedan compurgar sus penas en los centros penitenciarios 
más cercanos a aquél. 

 
Para la mejor individualización del tratamiento y tomando en 
cuenta las condiciones de cada medio y las posibilidades 
presupuestales, se clasificará a los reos en instituciones 

específicos de capacitación, equipo y armamento para la 
prestación de dichos servicios.  

 

Artículo 8. Queda prohibido y por ello ningún interno podrá 
desempeñar funciones de autoridad o ejercer dentro del 
establecimiento empleo, cargo o comisión alguna. Cuando 
exista una denuncia de inmediato se realizara una investigación 
amplia, completa e imparcial por parte de la autoridad 
ministerial para saber quien y en que nivel directivo se 
promueve o se tolera el régimen de autogobierno.  

De constatarse alguna responsabilidad administrativa o penal 
el servidor público de que se trate será separado de inmediato y 
puesto a disposición de las autoridades correspondientes.  

Capítulo III  
Sistema de Ejecución de Sentencias  

Artículo 9. El tratamiento será individualizado, con aportación de 
las diversas ciencias y disciplinas pertinentes para la 
reincorporación social del sujeto, consideradas sus circunstancias 
personales, sus usos y costumbres tratándose de internos indígenas, 
así como la ubicación de su domicilio, a fin de que puedan 
compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a 
aquél.  

 
Para la mejor individualización del tratamiento y tomando en 
cuenta las condiciones de cada medio y las posibilidades 
presupuestales, se clasificará a los reos en instituciones 
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especializadas, entre las que podrán figurar establecimientos de 
seguridad máxima, media y mínima, colonias y campamentos 
penales, hospitales psiquiátricos y para infecciosos e instituciones 
abiertas. 

 
El sitio en que se desarrolle la prisión preventiva será distinto del 
que se destine para la extinción de las penas y estarán 
completamente separados. Las mujeres quedarán recluidas en 
lugares separados de los destinados a los hombres. Los menores 
infractores serán internados, en su caso, en instituciones diversas 
de las asignadas a los adultos. 

 

 

 
En la construcción de nuevos establecimientos de custodia y 
ejecución de sanciones y en el remozamiento o la adaptación de 
los existentes, la Dirección General de Servicios Coordinados de 
Prevención y Readaptación Social tendrá las funciones de 
orientación técnica y las facultades de aprobación de proyectos a 
que se refieren los convenios. 

 

ARTICULO 7o.- El régimen penitenciario tendrá carácter 
progresivo y técnico y constará, por lo menos, de períodos de 
estudio y diagnóstico y de tratamiento, dividido este último en 
fases de tratamiento en clasificación y de tratamiento 
preliberacional. El tratamiento se fundará en los resultados de los 
estudios de personalidad que se practiquen al reo, los que deberán 
ser actualizados periódicamente. 

especializadas, entre las que podrán figurar establecimientos de 
seguridad máxima, media y mínima, colonias y campamentos 
penales, hospitales psiquiátricos y para infecciosos e instituciones 
abiertas.  

El sitio en que se desarrolle la prisión preventiva será distinto del 
que se destine para la extinción de las penas y estarán 
completamente separados. Las mujeres quedarán recluidas en 
lugares separados de los destinados a los hombres. Los menores 
infractores serán internados, en su caso, en instituciones diversas de 
las asignadas a los adultos.  

El sitio en que se ubiquen los sujetos internos a proceso, será 
completamente distinto del que se designe al de los internos con 
sentencia ejecutoriada.  

En la construcción de nuevos establecimientos de custodia y 
ejecución de sanciones y en el remozamiento o la adaptación de los 
existentes, el órgano administrativo desconcentrado Prevención 
y Readaptación Social, tendrá las funciones de orientación técnica 
y las facultades de aprobación de proyectos a que se refieren los 
convenios.  

 

Artículo 10. El régimen penitenciario tendrá carácter progresivo y 
técnico y constará, por lo menos, de periodos de estudio y 
diagnóstico y de tratamiento, dividido este último en fases de 
tratamiento en clasificación y de tratamiento preliberacional. El 
tratamiento se fundará en los resultados de los estudios de 
personalidad que se practiquen al reo, los que deberán ser 
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Se procurará iniciar el estudio de personalidad del interno desde 
que éste quede sujeto a proceso, en cuyo caso se turnará copia de 
dicho estudio a la autoridad jurisdiccional de la que aquél 
dependa.  

 

ARTICULO 8o.- El tratamiento preliberacional podrá 
comprender: 

 
I.- Información y orientación especiales y discusión con el 

interno y sus familiares de los aspectos personales y prácticos de 
su vida en libertad; 

 
II.- Métodos colectivos; 
 
III.- Concesión de mayor libertad dentro del establecimiento; 
 
IV.- Traslado a la institución abierta; y 
 
V.- Permisos de salida de fin de semana o diaria con reclusión 

nocturna, o bien de salida en días hábiles con reclusión de fin de 
semana.  

 
Al aplicar las medidas de tratamiento establecidas en las 
fracciones IV y V, la autoridad condicionará su otorgamiento, al 
cumplimiento de lo previsto en la fracción III y en los incisos a) a 
d) del artículo 84 del Código Penal para el Distrito Federal en 
Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de 
Fuero Federal. No se concederán dichas medidas cuando el 
sentenciado se encuentre en cualquiera de los casos a que se 

actualizados periódicamente.  

Se procurará iniciar el estudio de personalidad del interno desde 
que éste quede sujeto a proceso, en cuyo caso se turnará copia de 
dicho estudio a la autoridad jurisdiccional de la que aquél dependa.  

 

Artículo 11. El tratamiento preliberacional podrá comprender:  

 
I. Información y orientación especiales, así como discusión con el 
interno y sus familiares de los aspectos personales y prácticos de su 
vida en libertad;  

II. Métodos colectivos; 

III. Concesión de mayor libertad dentro del establecimiento;  
 
IV. Traslado a la institución abierta; y  

V. Permisos de salida de fin de semana o diaria con reclusión 
nocturna, o bien de salida en días hábiles con reclusión de fin de 
semana. 

 
Al aplicar las medidas de tratamiento establecidas en las fracciones 
IV y V, la autoridad condicionará su otorgamiento, al 
cumplimiento de lo previsto en la fracción III y en los incisos a) a 
d) del artículo 84 del Código Penal Federal. No se concederán 
dichas medidas cuando el sentenciado se encuentre en cualquiera 
de los casos a que se refiere el artículo 85 del mencionado Código 
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refiere el artículo 85 del mencionado Código Penal. La autoridad 
podrá revocar dichas medidas, conforme a lo establecido en el 
artículo 86 del citado Código Penal. 

 
 
 

Para la aplicación de los tratamientos preliberatorios a que tengan 
derecho los hombres y mujeres indígenas, las autoridades 
considerarán los usos y costumbres de aquellos. 

 

ARTICULO 12.- En el curso del tratamiento se fomentará el 
establecimiento, la conservación y el fortalecimiento, en su caso, 
de las relaciones del interno con personas convenientes del 
exterior. Para este efecto, se procurará el desarrollo del Servicio 
Social Penitenciario en cada centro de reclusión, con el objeto de 
auxiliar a los internos en sus contactos autorizados con el exterior.

 
La visita íntima, que tiene por finalidad principal el 
mantenimiento de las relaciones maritales del interno en forma 
sana y moral, no se concederá discrecionalmente, sino previos 
estudios social y médico, a través de los cuales se descarte la 
existencia de situaciones que hagan desaconsejable el contacto 
íntimo.  
 
 
ARTICULO 13.- En el reglamento interior del reclusorio se 
harán constar, clara y terminantemente, las infracciones y las 
correcciones disciplinarias, así como los hechos meritorios y las 
medidas de estímulo. Sólo el Director del reclusorio podrá 
imponer las correcciones previstas por el reglamento, tras un 

Penal. La autoridad podrá revocar dichas medidas, conforme a lo 
establecido en el artículo 86 del citado Código Penal.  

 

 
Para la aplicación de los tratamientos preliberatorios a que tengan 
derecho los hombres y mujeres indígenas, las autoridades 
considerarán los usos y costumbres de aquellos.  

 

Artículo 12. En el curso del tratamiento se fomentará el 
establecimiento, la conservación y el fortalecimiento, en su caso, de 
las relaciones del interno con personas convenientes del exterior. 
Para este efecto, se procurará el desarrollo del servicio social 
penitenciario en cada centro de reclusión, con el objeto de auxiliar 
a los internos en sus contactos autorizados con el exterior.  

La visita íntima, que tiene por finalidad principal el mantenimiento 
de las relaciones maritales del interno en forma sana y moral, no se 
concederá discrecionalmente, sino previos estudios social y 
médico, a través de los cuales se descarte la existencia de 
situaciones que hagan desaconsejable el contacto íntimo.  

 

Artículo 13. En el reglamento interior del reclusorio se harán 
constar, clara y terminantemente, las infracciones y las 
correcciones disciplinarias, así como los hechos meritorios y las 
medidas de estímulo. Sólo el director del reclusorio podrá imponer 
las correcciones previstas por el reglamento, tras un procedimiento 
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procedimiento sumario en que se comprueben la falta y la 
responsabilidad del interno y se escuche a éste en su defensa. El 
interno podrá inconformarse con la corrección aplicada, 
recurriendo para ello al superior jerárquico del Director del 
establecimiento. 

 
Se entregará a cada interno un instructivo, en el que aparezcan
detallados sus derechos, deberes y el régimen general de vida en 
la institución. Tratándose de reclusos indígenas, el instructivo se 
les dará traducido a su lengua. 

Los internos tienen derecho a ser recibidos en audiencia por los 
funcionarios del reclusorio, a transmitir quejas y peticiones, 
pacíficas y respetuosas, a autoridades del exterior, y a exponerlas 
personalmente a los funcionarios que lleven a cabo, en comisión 
oficial, la visita de cárceles. 

 
Se prohíben todo castigo consistente en torturas o en tratamientos 
crueles, con uso innecesario de violencia en perjuicio del recluso, 
así como la existencia de los llamados pabellones o sectores de 
distinción, a los que se destine a los internos en función de su 
capacidad económica, mediante pago de cierta cuota o pensión.  

 

ARTICULO 14.- Se favorecerá el desarrollo de todas las demás 
medidas de tratamiento compatibles con el régimen establecido en 
estas Normas, con las previsiones de la Ley y de los convenios y 
con las circunstancias de la localidad y de los internos.  

 

sumario en que se comprueben la falta y la responsabilidad del 
interno y se escuche a éste en su defensa. El interno podrá 
inconformarse con la corrección aplicada, recurriendo para ello al 
superior jerárquico del director del establecimiento.  

 
Se entregará a cada interno un instructivo, en el que aparezcan 
detallados sus derechos, deberes y el régimen general de vida en la 
institución. Tratándose de reclusos indígenas, el instructivo se les 
dará traducido a su lengua.  

Los internos tienen derecho a ser recibidos en audiencia por los 
funcionarios del reclusorio, a transmitir quejas y peticiones, 
pacíficas y respetuosas, a autoridades del exterior, y a exponerlas 
personalmente a los funcionarios que lleven a cabo, en comisión 
oficial, la visita de cárceles.  

Se prohíben todo castigo consistente en torturas o en tratamientos 
crueles, con uso innecesario de violencia en perjuicio del recluso, 
así como la existencia de los llamados pabellones o sectores de 
distinción, a los que se destine a los internos en función de su 
capacidad económica, mediante pago de cierta cuota o pensión.  

 

Artículo 14. Se favorecerá el desarrollo de todas las demás 
medidas de tratamiento compatibles con el régimen establecido en 
esta ley, con lo establecido en la ley, sus previsiones y de los 
convenios y con las circunstancias de la localidad y de los internos.  
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Artículo 15. Cuando el sentenciado incumpla 
injustificadamente con las condiciones impuestas para 
otorgarle algún beneficio, infrinja medidas que establezcan 
presentaciones frecuentes para su tratamiento, o cometa un 
nuevo delito, se revocará el beneficio y se hará efectiva la 
sanción impuesta; para tal efecto, el tribunal que lo haya 
concedido, procederá con audiencia del Ministerio Público, del 
sentenciado y de un defensor, si fuere posible, a comprobar la 
existencia de dicha causa y, en su caso, ordenará que se ejecute 
la sanción. Si el nuevo delito fuere culposo, la autoridad podrá, 
motivadamente y según la gravedad del hecho, revocar o 
mantener el beneficio.  

 

Artículo 16. El juez de ejecución ordenará y controlará el 
efectivo cumplimiento de las sentencias ejecutoriadas y de las 
sanciones que además de la privativa de la libertad, se le 
impusieren, así como de multas y decomisos, impuestos en la 
sentencia, ordenando la ejecución, de las cauciones en términos 
de esta ley, dirigiendo las comunicaciones correspondientes a 
los organismos públicos o autoridades competentes.  

 

Artículo 17. La ejecución de las penas y las medidas de 
seguridad en el ámbito federal se ajustarán a los siguientes 
principios:  

I. Seguridad jurídica del interno en la duración y naturaleza 
de las penas y las medidas de seguridad;  
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II. Supremacía de la legalidad en la determinación de los 
derechos que se restringen, se suspenden y se adquieren 
durante la ejecución de las penas y de las medidas de 
seguridad;  

III. Racionalidad, proporcionalidad y equidad de los actos de 
la autoridad ejecutora;  

IV. Respeto invariable a la dignidad humana en la ejecución 
de las sanciones penales;  

V. Intervención judicial en las controversias que se susciten 
con motivo de la ejecución administrativa de las penas y las 
medidas de seguridad;  

VI. Invulnerabilidad de la conciencia y estricto respeto a la 
dignidad humana en la ejecución de las penas y las medidas de 
seguridad;  

VII. Escrutinio público y publicidad de la información de 
estadística de ejecución de Penas;  

VIII. Personalización administrativa de la sanción con 
prescindencia, de los hechos que han sido materia de los juicios 
penales;  

IX. Igualdad de trato entre la población penitenciaria;  

X. Interpretación de la norma en el sentido que más favorezca 
a los internos y de la aplicación del principio de defensa;  
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XI. Mínima aflicción en la ejecución de la sanción o medida de 
seguridad;  

XII. Prestación de servicios a favor de la comunidad  

XIII. Establecer condiciones de seguridad, orden y disciplina 
penitenciaria que no constituyan en sí mismas o como 
consecuencia de su aplicación una agravante de la pena o 
violaciones a los derechos humanos de los internos;  

XIV. Culpabilidad, con exclusión de cualquier concepto del 
derecho penal de autor;  

XV. Gobernabilidad a través del estricto control que el 
director asuma en el centro federal de ejecución de penas;  

XVI. Profesionalización del juez de ejecución y de todo el 
personal directivo, del consejo técnico, de las áreas técnicas, 
así como de seguridad y custodia;  

XVII. Debido proceso legal en todos los procedimientos que se 
susciten por violación al reglamento Interno, así como en las 
controversias que sean del conocimiento del juez;  

XVIII. No trascendencia de la pena para que ésta afecte lo 
menos posible a los familiares y a las personas distintas del 
sentenciado; y  

XIX. Garantías individuales y derechos humanos de los 
internos establecidos en el derecho internacional de los 
derechos humanos, así como del derecho penal de autor que 
resulten extensivos al ámbito de la ejecución de la pena y de las 
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medidas de seguridad. 

Artículo 18. La pena de prisión se aplicará estrictamente en los 
términos establecidos por las resoluciones judiciales, sin afectar 
ningún otro derecho cuya restricción no hubiese sido resuelta 
jurisdiccionalmente o que sea consecuencia necesaria e 
inevitable de la pena de prisión impuesta  

Artículo 19. El Reglamento Interior de los Centros Federales de 
Ejecución de Penas determinará los lineamientos básicos del 
centro, al respecto se deberán observar los siguientes criterios:  

I. Clasificación y ubicación intrainstitucional de la población 
reclusa a partir de criterios tendientes a favorecer la adecuada 
estancia de los internos en el centro penitenciario en todo para 
lograr dicha clasificación se prescindirá de valoraciones 
subjetivas y discriminatorias que no tengan sustento en la ley;  

II. Régimen de revisiones de internos, visitantes y trabajadores 
en sus personas y sus pertenencias;  

III. Establecimiento de los procedimientos y las sanciones que 
se impondrán a los internos con motivo de las infracciones 
administrativas que plenamente se les haya comprobado;  

IV. Establecimiento de programas educativos, laborales y de 
capacitación para la población interna; 
 
V. Servicios y programas de atención a la salud;  

VI. Servicios y programas de asistencia a los internos con 
problemas de adicción, combate al tráfico de drogas; 
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VII. Servicios y programas institucionales de prevención y 
control de disturbios;  

VIII. Servicios y programas de visita familiar e íntima;  
 
IX. Servicios y programa de industria penitenciaria;  
 
X. Servicios y programas de asistencia a los liberados así como 
a su familia;  
 
XI. Evaluación periódica y permanente de todo el personal de 
seguridad y custodia; y  
 
XII. Servicio civil de carrera, selección, capacitación, 
especialización, estabilidad y disciplina del personal. 
 
Artículo 20. La ejecución administrativa de la sentencia 
condenatoria se ajustará exclusivamente a desarrollar los 
extremos que el juzgador haya determinado en su resolución. 
En ningún caso y bajo ninguna circunstancia la autoridad 
ejecutora de la pena podrá ir más allá de lo que establezca el 
juez en la sentencia.  

Capítulo IV  
Autoridades y su Administración  

Artículo 21. Al frente de cada uno de los centros de internación 
habrá un director, quien será el responsable del gobierno y la 
administración del mismo, será nombrado y removido por la 
Secretaría, y un juez de ejecución, nombrado por el Poder 
Judicial Federal. Para el adecuado desempeño de sus funciones, 
tanto el director como el juez de ejecución, se auxiliarán del 
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consejo técnico.  

Artículo 22. Para ser director de un establecimiento de 
reclusión federal, se requiere:  

I. Poseer un título profesional en el área de las ciencias 
sociales, las humanidades o la administración pública; 
II. Tener 30 años cumplidos al día del nombramiento;  

III. Contar con conocimientos documentados sobre la realidad 
penitenciaria o sobre la administración de este tipo de 
instituciones, y  

IV. No haber sido sentenciado por la comisión de delitos 
dolosos. 

Artículo 23. Son funciones del director:  
 

I. Cumplir y hacer cumplir esta ley y su reglamento; 
 
II. Representar al centro ante las autoridades 
correspondientes;  

III. Vigilar que en ningún momento haya en el establecimiento 
personas detenidas sin mandamiento legítimo de autoridad 
competente, así como evitar que se prolongue 
injustificadamente la prisión;  

IV. Proveer lo necesario para garantizar la seguridad de los 
internos, los visitantes y el personal que labora en la 
institución, así como la plena vigencia de condiciones dignas 



 20

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

para el desarrollo cotidiano de la vida en reclusión;  

V. Presentar al juez de ejecución solicitudes de traslado de 
sentenciados a otros Ceferesos o de éstos a los Ceresos;  

VI. Elaborar los expedientes de los sentenciados por duplicado 
una vez que los sentenciados le son puestos a disposición, 
remitiéndole al juez de ejecución un ejemplar, así como copia 
certificada de cada auto o acuerdo que se celebre con 
posterioridad, durante las siguientes 24 horas a la celebración 
de los mismos;  

VII. Coordinar el trabajo del consejo técnico y tomar en 
consideración las decisiones, sugerencias y orientaciones 
emanadas de dicho órgano en torno al gobierno del 
establecimiento;  

VIII. Garantizar que el derecho de audiencia de internos y 
familiares sea oportunamente satisfecho, y que se sustancien 
los procedimientos de revisión y control establecidos en esta 
ley y su reglamento;  

IX. Expedir las constancias respecto del tiempo de reclusión de 
los internos y, en su caso, sobre la comisión de faltas que 
afecten el otorgamiento la reducción de la sanción;  

X. Asegurar que se apliquen y cumplan los programas y 
servicios establecidos por el consejo técnico dentro de su 
competencia;  

XI. Promover la industria penitenciaria y celebrar los 
convenios necesarios para su desarrollo con las entidades 
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ARTICULO 9o.- Se creará en cada reclusorio un Consejo 
Técnico interdisciplinario, con funciones consultivas necesarias 
para la aplicación individual del sistema progresivo, la ejecución 
de medidas preliberacionales, la concesión de la remisión parcial 
de la pena y de la libertad preparatoria y la aplicación de la 
retención. El Consejo podrá sugerir también a la autoridad 
ejecutiva del reclusorio medidas de alcance general para la 
buena marcha del mismo. 

 
El Consejo, presidido por el Director del establecimiento, o por 
el funcionario que le sustituya en sus faltas, se integrará con los 
miembros de superior jerarquía del personal directivo, 
administrativo, técnico y de custodia, y en todo caso formarán 
parte de él un médico y un maestro normalista. Cuando no haya 
médico ni maestro adscritos al reclusorio, el Consejo se 
compondrá con el Director del Centro de Salud y el Director de 
la escuela federal o estatal de la localidad y a falta de estos 
funcionarios, con quienes designe el Ejecutivo del Estado.  

públicas y privadas;  

XII. Hacer del conocimiento de la Secretaría las medidas y 
consideraciones que, para el adecuado gobierno de la 
institución, requieran su apoyo o autorización, y  

XIII. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de 
las atribuciones anteriores. 

Capítulo V  
Comité Técnico Interdisciplinario  

Artículo 24. El Consejo Técnico Interdisciplinario es un órgano 
colegiado integrado por profesionales de las distintas áreas de 
la prisión, cuya competencia consiste en proponer e 
instrumentar las medidas necesarias para el adecuado gobierno 
del centro federal de ejecución de penas a través del control 
directo de la vida cotidiana en reclusión, así como en supervisar 
los servicios que brinda la institución.  

Artículo 25. El Consejo Técnico Interdisciplinario es la 
instancia coordinadora de todo el personal profesional del 
centro, de igual manera tendrá las facultades consultivas y de 
gobierno que el reglamento interior determine.  

Artículo 26. El personal que integre el Consejo Técnico 
Interdisciplinario contará con un amplio conocimiento de la 
materia penitenciaria, deberá ser personal profesional, con los 
perfiles idóneos para contribuir a la reinserción social del 
interno.  

Artículo 27. Los requisitos para formar parte del Consejo 
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Técnico Interdisciplinario son:  

I. Poseer título profesional en el área de ciencias sociales, 
humanidades o administración pública;  

II. Contar con conocimientos documentados en materia 
penitenciaria o sobre la administración de este tipo de 
instituciones;  

III. No haber sido sentenciado por la comisión de delitos 
dolosos;  

IV. Presentar su declaración patrimonial ante el Órgano 
Interno de Control de la Secretaría de Seguridad Pública 
Federal;  

V. No tener antecedentes ilícitos en el órgano de Control 
Interno de la Secretaría de Seguridad Pública Federal; y  

VI. No haber pertenecido a la Armada, el Ejército y la Fuerza 
Aérea. 

Artículo 28. El Consejo Técnico Interdisciplinario del centro se 
integrará de la siguiente forma:  
 
I.El director del centro, quien lo presidirá; 
 
II. El subdirector jurídico;  

III.El subdirector técnico; 
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ARTICULO 10.- La asignación de los internos al trabajo se 
hará tomando en cuenta los deseos, la vocación, las aptitudes, la 
capacitación laboral para el trabajo en libertad y el tratamiento 
de aquéllos, así como la posibilidades del reclusorio. El trabajo 
en los reclusorios se organizará previo estudio de las 
características de la economía local, especialmente del mercado 
oficial, a fin de favorecer la correspondencia entre las demandas 
de éste y la producción penitenciaria, con vistas a la 
autosuficiencia economica del establecimiento. Para este último 
efecto, se trazará un plan de trabajo y producción que será 
sometido a aprobación del Gobierno del Estado y, en los términos 

IV. El subdirector de seguridad y custodia;  

V. El subdirector administrativo;  

VI. Los jefes de los departamentos de observación y 
clasificación, actividades educativas, laborales y 
servicios médicos; y  

VII. Un representante del comisionado. 

Por cada miembro propietario se designará un suplente.  

Artículo 29. Los representantes de las instituciones públicas de 
salud, educación, del trabajo, defensoría pública, derechos 
humanos, estarán facultados para asistir a las sesiones del 
Consejo teniendo derecho de voz para lo cual deberán ser 
previamente convocados.  

 

Capítulo VI  
Trabajo y Educación  

Artículo 30. El trabajo en los centros penitenciarios federales 
contribuirá de manera decisiva a la reinserción social del 
interno, para ello todos los condenados tendrán la obligación de 
trabajar considerando su aptitud física y mental, según la 
determine el Consejo Técnico Interdisciplinario.  

Artículo 31. El director del centro proporcionará a los reclusos 
un trabajo productivo, este deberá contribuir por su naturaleza 
a mantener o aumentar la capacidad del interno para ganar 
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del convenio respectivo, de la Dirección General de Servicios 
Coordinados. 

 
Los reos pagarán su sostenimiento en el reclusorio con cargo a la 
percepción que en éste tengan como resultado del trabajo que 
desempeñen. Dicho pago se establecerá a base de descuentos 
correspondientes a una proporción adecuada de la 
remuneración, proporción que deberá ser uniforme para todos 
los internos de un mismo establecimiento. El resto del producto 
del trabajo se distribuirá del modo siguiente: treinta por ciento 
para el pago de la reparación del daño, treinta por ciento para el 
sostenimiento de los dependientes económicos del reo, treinta por 
ciento para la constitución del fondo de ahorros de éste, y diez 
por ciento para los gastos menores del reo. Si no hubiese 
condena a reparación del daño o éste ya hubiera sido cubierto, o 
si los dependientes del reo no están necesitados, las cuotas 
respectivas se aplicarán por partes iguales a los fines señalados, 
con excepción del indicado en último término. 

 
Ningún interno podrá desempeñar funciones de autoridad o 
ejercer dentro del establecimiento empleo o cargo alguno, salvo 
cuando se trate de instituciones basadas, para fines de 
tratamiento, en el régimen de autogobierno.  

 

 

 

 

honradamente su vida después de su liberación. En todo caso el 
trabajo no deberá imponerse como un castigo y siempre tendrá 
un sentido de realización humana.  

Artículo 32. En el centro se brindará formación profesional, 
particularmente a los jóvenes en algún oficio útil a los internos 
que estén en condiciones de aprovecharla. Dentro de los límites 
compatibles con una selección profesional racional y con las 
exigencias de la administración y la disciplina penitenciarias, 
los internos podrán escoger la clase de trabajo que deseen 
realizar  

Artículo 33. El trabajo en los reclusorios se organizará previo 
estudio de las características de la economía local, 
especialmente del mercado oficial, a fin de favorecer la 
correspondencia entre las demandas de éste y la producción 
penitenciaria, con vistas a la autosuficiencia económica del 
establecimiento. Para este último efecto, se trazará un plan de 
trabajo y producción que será sometido a aprobación del 
gobierno del estado y, en los términos del convenio respectivo, 
de la Dirección General de Servicios Coordinados.  

Los reos pagarán su sostenimiento en el reclusorio con cargo a 
la percepción que en éste tengan como resultado del trabajo 
que desempeñen. Dicho pago se establecerá a base de 
descuentos correspondientes a una proporción adecuada de la 
remuneración, proporción que deberá ser uniforme para todos 
los internos de un mismo establecimiento. El resto del producto 
del trabajo se distribuirá del modo siguiente: treinta por ciento 
para el pago de la reparación del daño, treinta por ciento para 
el sostenimiento de los dependientes económicos del reo, treinta 
por ciento para la constitución del fondo de ahorros de éste, y 
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ARTICULO 11.- La educación que se imparta a los internos no 
tendrá sólo carácter académico, sino también cívico, social, 
higiénico, artístico, físico y ético. Será, en todo caso, orientada 
por las técnicas de la pedagogía correctiva y quedará a cargo, 
preferentemente, de maestros especializados.  

 
 
Tratándose de internos indígenas, la educación que se les imparta 
será bilingüe, para conservar y enriquecer sus lenguas, y la 
instrucción deberá ser proporcionada por maestros bilingües. 

 

 

 

 

diez por ciento para los gastos menores del reo. Si no hubiese 
condena a reparación del daño o éste ya hubiera sido cubierto, 
o si los dependientes del reo no están necesitados, las cuotas 
respectivas se aplicarán por partes iguales a los fines señalados, 
con excepción del indicado en último término.  

Ningún interno podrá desempeñar funciones de autoridad o 
ejercer dentro del establecimiento empleo o cargo alguno, salvo 
cuando se trate de instituciones basadas, para fines de 
tratamiento, en el régimen de autogobierno.  

 

Artículo 34. La educación que se imparta a los internos será laica 
y tendrá contenidos de carácter académico, cívico, social, 
higiénico, artístico, físico y ético, orientados en el respeto a la 
ley, las instituciones y los derechos humanos. Será, en todo caso, 
orientada por las técnicas de la pedagogía correctiva y quedará a 
cargo, preferentemente, de maestros especializados.  

Tratándose de internos indígenas, la educación que se les imparta 
será bilingüe, para conservar y enriquecer sus lenguas, y la 
instrucción deberá ser proporcionada por maestros bilingües.  

 

Artículo 35. Para el bienestar físico y mental de los internos se 
organizarán actividades recreativas y culturales en todos los 
centros penitenciarios federales.  
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Artículo 36. Cuando durante la ejecución de la sanción 
privativa de libertad se cumplan los requisitos legales para 
acceder a la fase de la preliberación, la autoridad penitenciaria 
deberá solicitar al juez de ejecución la tramitación de la 
preliberación correspondiente, de acuerdo a las formalidades y 
procedimientos que establece la ley. En la tramitación de los 
incidentes de preliberación el juez de ejecución escuchará al 
sentenciado, acompañado de su defensor y la autoridad 
penitenciaria.  

La preliberación será promovida de oficio por el juez de 
ejecución, en cuyo caso emplazará a la Dirección del 
establecimiento para que remita los informes que prevé la ley. 
Cuando lo promueva el sentenciado ante la dirección del 
establecimiento, ella remitirá inmediatamente la solicitud, 
fijando la fecha en que elevará el informe.  

El juez de ejecución podrá rechazar sin trámite la solicitud, 
cuando fuere manifiestamente improcedente o cuando estime 
que no transcurrió el tiempo suficiente para que hayan variado 
las condiciones que motivaron el rechazo anterior, sin perjuicio 
de que con posterioridad, practique de nuevo el cómputo.  

Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las 
condiciones e instrucciones, según lo establecido por la ley 
penal. El liberado, en el acto de la notificación, deberá 
prometer que las cumplirá y denunciará el modo como 
intentará cumplirlas. Fijará domicilio y recibirá una copia de la 
resolución.  

El juez de ejecución vigilará el cumplimiento de las condiciones 
impuestas, las que serán reformables de oficio o a petición del 
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sentenciado y su defensor.  

Artículo 37. Cuando el que goce de preliberación incumpla 
injustificadamente con las condiciones impuestas para 
otorgarle el beneficio, la autoridad que tenga conocimiento de 
ello dará cuenta al juez de ejecución que le concedió la libertad, 
para que decrete su revocación.  

Si el sentenciado no pudiere ser hallado, el juez de ejecución 
ordenará su detención.  

El incidente se llevará a cabo cuando fuere hallado el 
sentenciado y el tribunal podrá disponer que se le mantenga 
preventivamente detenido hasta que se resuelva la incidencia.  

El juez de ejecución decidirá por auto fundado, si es procedente 
o improcedente la revocación, para tal efecto, se sujetará a las 
siguientes reglas:  

I. Cuando el liberado incumpla injustificadamente con las 
condiciones impuestas para otorgarle el beneficio, el juez de 
ejecución podrá, en caso de un primer incumplimiento, 
amonestar al sentenciado y apercibirlo de revocarle el 
beneficio en caso de un segundo incumplimiento, y  

II. Cuando el liberado infrinja medidas que establezcan 
presentaciones frecuentes para tratamiento, la revocación sólo 
procederá al tercer incumplimiento o falta. 

Artículo 38. Cuando el sentenciado cometa un nuevo delito, el 
juez o tribunal que conozca de éste remitirá copia certificada 
de la sentencia que cause ejecutoria al juez de ejecución que 
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concedió la preliberación, quien decretará la revocación, 
sujetándose a las siguientes reglas:  
 
I. Cuando el liberado sea condenado por nuevo delito doloso 
mediante sentencia ejecutoriada, la revocación operará de 
plano;  

II. Si el nuevo delito fuere culposo, podrá, motivadamente y 
según la gravedad del hecho, revocar o mantener la libertad 
preparatoria;  

III. El condenado cuya preliberación sea revocada deberá 
cumplir el resto de la pena en prisión, para lo cual la autoridad 
computará el tiempo de cumplimiento en preliberación, y  

IV. Los hechos que originen los nuevos procesos a que se 
refieren las fracciones I y II de este artículo interrumpen los 
plazos para extinguir la sanción. 

Cuando sobrevenga la improcedencia de la preliberación, por 
unificación de sentencias, el incidente de revocación será 
promovido de oficio o a petición del Ministerio Público.  

Artículo 39. Se concederá libertad preparatoria al sentenciado, 
previo informe de la autoridad penitenciaria en el que conste 
que hubiere cumplido las tres quintas partes de su sanción, si se 
trata de delitos intencionales, o la mitad de la misma en caso de 
delitos imprudenciales, siempre y cuando se cumplan los 
siguientes requisitos:  

I. Que haya observado buena conducta durante la ejecución de 
su sentencia;  
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II. Que haya reparado o se comprometa a reparar el daño 
causado, sujetándose a la forma, medidas y términos que se le 
fijen para dicho objeto, si no puede cubrirlo desde luego;  

III. Satisfechos los requisitos anteriores, el juez de ejecución 
podrá conceder la libertad, sujeta a las siguientes condiciones:  

a) Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, e 
informar a la autoridad de los cambios de su domicilio;  

b) La designación del lugar de residencia se hará conciliando 
la circunstancia de que el sentenciado pueda obtener trabajo 
en el lugar que se fije, con el hecho de que su permanencia en 
él no sea un obstáculo para su enmienda;  

c) Desempeñar en el plazo que la resolución determine, oficio, 
arte, industria o profesión lícitos, si no tuviere medios propios 
de subsistencia, y  

d) Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que se 
le dicten y a la vigilancia de alguna persona de arraigo, que se 
obligue a informar sobre su conducta, presentándolo siempre 
que para ello fuere requerida. 

Artículo 40. No se concederá la libertad preparatoria:  
 

I. Los sentenciados por alguno de los delitos previstos en el 
Código Penal Federal que a continuación se señalan:  

a) Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aéreo, 
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previsto en el artículo 172 Bis, párrafo tercero;  

b) Contra la salud, previsto en el artículo 194, salvo que se 
trate de individuos en los que concurran evidente atraso 
cultural, aislamiento social y extrema necesidad económica;  

c) Corrupción de menores o incapaces, previsto en el artículo 
201;  

d) Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 Bis;  
 
e) Homicidio, previsto en los artículos 315, 315 bis y 320;  

f) Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos párrafos 
últimos, y tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter.  

g) Comercialización de objetos robados, previsto en el artículo 
368 Ter; 

h) Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 Bis;  

i) Robo, previsto en los artículos 371, último párrafo; 372; 381 
fracciones VII, VIII, IX, X, XI y XV; y 381 Bis, o  

j) Operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en 
el artículo 400 Bis, o  

II. Los que incurran en segunda reincidencia de delito doloso, o 
sean considerados delincuentes habituales. 

Tratándose de los delitos comprendidos en el Título Décimo del 
Código Penal Federal, la libertad preparatoria sólo se 
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concederá cuando se satisfaga la reparación del daño a que se 
refiere la fracción III del artículo 30 del mismo ordenamiento o 
se otorgue caución que la garantice.  

Artículo 41. El juez de ejecución revocará la libertad 
preparatoria cuando:  

I. El liberado incumpla injustificadamente con las condiciones 
impuestas para otorgarle la libertad. El juez de ejecución, en 
caso de un primer incumplimiento, amonestará al sentenciado 
y lo apercibirá de revocarle la libertad en caso de un segundo 
incumplimiento. Cuando el liberado infrinja medidas que 
establezcan presentaciones frecuentes para tratamiento, la 
revocación sólo procederá al tercer incumplimiento;  

II. El liberado sea sancionado por nuevo delito doloso, 
mediante sentencia ejecutoriada, en cuyo caso la revocación 
operará de oficio. Si el nuevo delito fuere culposo, el juez de 
ejecución, motivadamente y según la gravedad del hecho, 
podrá revocar o mantener la libertad preparatoria, y  

III. El sentenciado cuya libertad preparatoria sea revocada 
deberá cumplir el resto de la sanción en prisión, para lo cual la 
autoridad considerará el tiempo de cumplimiento en libertad. 
Los hechos que originen los nuevos procesos a que se refiere la 
fracción II de este artículo interrumpen los plazos para 
extinguir la sanción. 

Artículo 42. Los sentenciados que disfruten de libertad 
preparatoria, quedarán bajo el cuidado y vigilancia de la 
autoridad penitenciaria, en el ámbito de su debida 
competencia.  
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Artículo 43.El tratamiento preliberacional tiene por objeto la 
reincorporación social del individuo.  

Artículo 44. El tratamiento preliberacional comprenderá:  

I. Información y orientación especial al interno sobre los 
aspectos personales y prácticos de su vida en libertad,  

II. Concesión de mayor libertad dentro del establecimiento,  

III. Aplicación de técnicas socio terapéuticas y psicoterapias 
colectivas y de todas aquellas que coadyuven a lograr una 
mejor integración social,  

IV. A la Institución abierta, y 

V. Al régimen de prelibertad. 

Artículo 45. La prelibertad se podrá otorgar desde dos años 
antes a la fecha en que el interno está en tiempo de obtener su 
libertad condicional o absoluta, en correlación con el beneficio 
de la remisión parcial de la pena.  

Artículo 46. La prelibertad deberá ser concedida en forma 
gradual y sistemática por el juez ejecutor de sentencias, 
atendiendo al dictamen técnico jurídico emitido por los 
consejos técnicos interdisciplinarios.  

Artículo 47. Las modalidades de la prelibertad son las 
siguientes:  
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I. Salida de dos días a la semana, 
 
II. Salida diurna, reclusión nocturna y de sábados y domingos,  

III. Salida diurna, reclusión nocturna,  

IV. Salida diurna, reclusión nocturna con salida de sábados y 
domingos,  

V. Reclusión de dos días a la semana,  
 
VI. Presentación semanal al centro, y  
 
VII. Presentación quincenal al centro. 
 
Artículo 48. Al ser concedida la prelibertad, en cualquiera de 
sus modalidades, el director del centro correspondiente, deberá 
advertir al preliberado que tendrá que ocurrir a la Institución 
que le haya sido señalado para hacer sus presentaciones; de 
informar de sus cambios de domicilio; de la obligación de 
desempeñar actividades lícitas; de la prohibición que tenga de 
ir a los lugares que haya determinado el juez ejecutor de 
sentencias, así como observar una conducta intachable para 
con los demás y consigo mismo y cumplir con las demás 
medidas terapéuticas que éste le haya señalado.  

Artículo 49. La prelibertad, será revocada por el juez ejecutor 
de sentencias, en los siguientes casos:  

I. Por cometer un nuevo delito, y que dentro del término 
constitucional resulte, probable responsable,  
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II. Cuando incumpla las condiciones con que le fue otorgada, 
sin causa justificada, y  

III. Cuando el interno presente conductas no acordes al 
tratamiento preliberacional instaurado. 

Artículo 50. La Libertad Condicional se otorgará a los internos 
sancionados con penas de privación de libertad por dos años o 
más cuando se satisfagan los siguientes requisitos:  
 
I. Haber cumplido las tres quintas partes de la pena corporal 
impuesta, cuando se trate de delitos dolosos, y haber cumplido 
las dos cuartas partes cuando se trate de delitos culposos.  

II. Haber observado dentro de su internamiento, buena 
conducta, sin limitarse al simple cumplimiento de los 
reglamentos sino a su mejoramiento cultural, 
perfeccionamiento en el servicio y superación en el trabajo, 
que revele un afán constante de readaptación social y 
rehabilitación, en su caso.  

III. Ofrecer dedicarse a en el plazo que la resolución determine 
a un oficio, arte, industria, profesión o cualquier otro medio 
honesto de vivir y acatar los condicionantes que determine el 
juez Ejecutor de Sanciones.  

IV. Que alguna persona, con reconocida solvencia moral, 
honrada y de arraigo, se obligue a supervisar y cuidar que el 
liberado cumpla con sus obligaciones contraídas al momento 
de su liberación.  
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V. Que el beneficiado con libertad condicional resida en el 
lugar que se determine y del cual no podrá ausentarse sin el 
permiso previo del juez ejecutor de sentencias. 

La designación se hará conciliando las circunstancias de que al 
interno no pueda proporcionársele trabajo en el lugar que se le 
fije, con el hecho de que su permanencia en él, no sea un 
obstáculo para su enmienda.  

Artículo 51. La libertad condicional no se concederá a los 
reincidentes, ni a los habituales, ni a los sentenciados por 
delitos graves debiéndose observar al respecto lo que dispone el 
Código Penal Federal.  

Artículo 52. El interno que intente fugarse o bien el que 
habiéndose fugado sea reaprendido, perderá el derecho a la 
libertad condicional y quedará sujeto a la determinación del 
juez ejecutor de sentencias.  

Artículo 53. El juez ejecutor de sentencias, programará un 
Sistema de Oficio para la revisión de los expedientes de todos 
los internos para verificar que se encuentren en el término legal 
para la obtención de su libertad condicional, en base al 
principio de no discriminación y al respeto íntegro de los 
derechos humanos.  

Artículo 54. Los individuos que disfruten de la libertad 
condicional quedarán sujetos a la vigilancia discreta por quien 
designe, el juez ejecutor de sentencias y por todo el tiempo que 
les falte para cumplir con su pena.  

Artículo 55. La libertad condicional, será revocada por el juez 
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ejecutor de sentencias, en los siguientes casos:  

I. Por haber dejado de cumplir con alguna de las condiciones 
establecidas en el artículo 188 de esta ley, y  

II. Por cometer un nuevo delito, y que dentro del término 
constitucional resulte, presunto responsable. 

Cuando se verifique la condición de alguna de estas 
circunstancias, el juez ejecutor de sentencias, revocará el 
beneficio concedido y el infractor extinguirá toda la parte de la 
pena que le falte por compurgar.  

Artículo 80. Las Penas Privativas y Restrictivas de la Libertad, 
se extinguen por:  

I. El cumplimiento de la misma, 
 

II. Muerte del Penado,  
 

III. Resolución de la autoridad Judicial,  
 

IV. Indulto o Amnistía,  
 
V. Prescripción, y  

 
VI. Cesación de los efectos de la Sentencia por dejar de 

considerarse una conducta como delito. 
 
Artículo 56. En los casos de las fracciones I y VI del artículo 
anterior, el juez ejecutor de sentencias ordenará la Libertad 
inmediata del condenado, incurriendo en responsabilidad 
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ARTICULO 16.- Por cada dos días de trabajo se hará remisión 
de uno de prisión, siempre que el recluso observe buena 
conducta, participe regularmente en las actividades educativas 
que se organicen en el establecimiento y revele por otros datos 
efectiva readaptación social. Esta última será, en todo caso, el 
factor determinante para la concesión o negativa de la remisión 
parcial de la pena, que no podrá fundarse exclusivamente en los 
días de trabajo, en la participación en actividades educativas y en 
el buen comportamiento del sentenciado. 

 
La Remisión funcionará independientemente de la libertad 
preparatoria. Para este efecto, el cómputo de plazos se hará en el 
orden que beneficie al reo. El Ejecutivo regulará el sistema de 
cómputos para la aplicación de este precepto, que en ningún caso 
quedará sujeto a normas reglamentarias de los establecimientos 
de reclusión o a disposiciones de las autoridades encargadas de 
la custodia y de la readaptación social. 

oficial si no lo hiciere.  

En el caso de la fracción III, se estará a lo dispuesto en la 
resolución judicial respectiva, y en el de la fracción IV a la que 
dispongan las leyes, o el Ejecutivo estatal que concedan 
respectivamente la amnistía o el indulto.  

Artículo 57. Al quedar un interno en libertad definitiva o 
condicional, se hará entrega inmediata a la cantidad que le 
corresponde de su fondo de ahorro, así como una constancia de 
que ha obtenido su libertad definitiva legalmente.  

Capítulo VII  
Remisión y Reducción de las Sanciones  

Artículo 58. La remisión parcial de la sanción consiste en la 
disminución de un día de la sanción de prisión establecida en la 
sentencia judicial por cada dos días en que el interno participe 
en actividades educativas, laborales o culturales en el 
establecimiento de reclusión o desarrolle por su cuenta, en 
forma lícita, cualquiera de las actividades antes señaladas, sin 
interferir con el funcionamiento del centro.  

Cuando el interno cometa una falta administrativa grave, se le 
impondrá como sanción accesoria el descuento de treinta días 
de aquéllos en los que se le hubieren reducido de su sanción en 
virtud de este beneficio.  

En el caso de la comisión de faltas no graves, el interno 
conservará el beneficio de reducción de días de sanción que 
hubiese obtenido hasta el momento y la autoridad penitenciaria 
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El otorgamiento de la remisión se condicionará, además de lo 
previsto en el primer párrafo de este artículo, a que el reo repare 
los daños y perjuicios causados o garantice su reparación, 
sujetándose a la forma, medidas y términos que se le fijen para 
dicho objeto, si no puede cubrirla desde luego. 

Al disponer la remisión, la autoridad que la conceda establecerá 
las condiciones que deba observar el reo, conforme a lo 
estipulado en los incisos a) a d) de la segunda parte del artículo 
84 del Código Penal. 

La autoridad al conceder la remisión parcial de la pena, 
establecerá las condiciones que deba cumplir el sentenciado, 
conforme a lo establecido en la fracción III y los incisos a) a d) 
del artículo 84 del Código Penal para el Distrito Federal en 
Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de 
Fuero Federal. La remisión parcial de la pena no se concederá a 
los sentenciados que se encuentren en cualquiera de los casos a 
que se refiere el artículo 85 del citado Código Penal. 

La autoridad podrá revocar la remisión parcial de la pena, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 86 del Código Penal para 
el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la 
República en Materia de Fuero Federal. 

 

 

 

aplicará únicamente la sanción correspondiente.  

A los sentenciados a través del proceso abreviado en los 
términos del Código Federal de Procedimientos Penales se les 
otorgará la remisión parcial de la sanción hasta en dos terceras 
partes de la privativa de libertad impuesta.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 59. La autoridad penitenciaria tiene la obligación de 
expedir una constancia en forma anual, a partir de la fecha del 
ingreso del interno o cuando fuesen requeridos por el juez de 
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ejecución. Este documento contendrá la siguiente información:  

I. La sentencia judicial de cuya ejecución se trate y el número 
de días en que por virtud de la misma el interno haya estado 
privado de su libertad en el período anual o el que 
corresponda;  

II. Los días laborados;  

III. Las infracciones graves en que hubiese incurrido durante 
el mismo periodo, y  

IV. Cualquier circunstancia que se refiera al cumplimiento de 
la sanción y que pueda condicionar el otorgamiento de la 
libertad anticipada. 

Artículo 60. Las restricciones para el otorgamiento de la 
reducción de la sanción sólo se aplicarán a los días de prisión 
que hubiesen sido remitidos durante el período anual 
comprendido en la constancia a que se refiere el artículo 
anterior.  

Artículo 61. Los sentenciados podrán impugnar el contenido de 
las constancias, de acuerdo con el procedimiento establecido 
para ello en esta ley.  

Artículo 62. La reducción de la sanción por reparación del 
daño consiste en la reducción del diez por ciento del tiempo de 
la pena de prisión a la que hubiese sido sentenciado el interno.  

Artículo 63. La reducción de la sanción y remisión parcial de la 
misma serán acumuladas por el juez de ejecución y, para su 
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otorgamiento no se tomarán en cuenta el delito cometido ni 
otros elementos distintos a los señalados en este capítulo.  

Artículo 64. A los internos que por falta de ocupación laboral 
asistan regularmente a la escuela, les eran tomadas en cuenta 
dichas actividades para el efecto de la remisión parcial de la 
pena y cualquier otra medida útil tendiente a su 
reincorporación social.  

Capítulo VIII  
Jueces de Ejecución  

Artículo 65. El juez de ejecución de penas forma parte del 
Poder Judicial de la Federación y tendrá facultades para 
decidir el cumplimiento de la pena impuesta, resolver los 
recursos que se le presenten, salvaguardar los derechos de los 
internos y corregir los abusos, excesos y desviaciones que en el 
cumplimiento de las disposiciones penitenciarias puedan 
producirse.  

Artículo 66. Los procedimientos judiciales ante el juez de 
ejecución de penas se regirán por los principios de presunción 
de inocencia y legalidad, audiencia y defensa, respetando en 
todo caso los derechos del debido proceso legal y se compruebe 
plenamente la infracción y la responsabilidad individual del 
interno, en todo caso se escuchará a este en su defensa. El 
interno podrá recurrir la resolución ante la instancia judicial 
superior competente.  

Artículo 67. Son facultades del juez de ejecución de penas:  

I. Resolver en definitiva sobre los beneficios de reductivo de 
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pena propuestos por el Consejo Técnico Interdisciplinario del 
centro de reclusión del interno;  

II. Resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen 
los internos sobre sanciones disciplinarias;  

III. Acordar lo que proceda sobre las peticiones que los 
internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento 
penitenciario en cuanto afecte a los derechos y beneficios 
penitenciarios de aquéllos;  

IV. Realizar las visitas a los centros federales de ejecución de 
penas con la finalidad de verificar el cumplimiento de la 
presente ley; y  

V. Resolver los traslados de los internos. 

Artículo 68. Para la determinación judicial de las sanciones 
disciplinarias, los jueces de ejecución de penas deberán 
ajustarse estrechamente a los principios de acto, necesidad y 
culpabilidad, en consecuencia no podrá sancionar:  

 
I. Las conductas cuya ejecución requiere el ejercicio legítimo 
de un derecho constitucionalmente reconocido;  

II. Las que no afectan la seguridad interior del centro; y 
 

III. Las que no lesionan un derecho de terceros. 

Artículo 69. Las sanciones que determinen los jueces de 
ejecución de penas serán proporcionales al daño que ocasione 
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la infracción, en consecuencia, sólo serán infracciones 
disciplinarias graves:  
 
I. La participación activa en disturbios;  

II. Los actos que impliquen la comisión de un delito en agravio 
del personal penitenciario o de los mismos internos, cuya 
penalidad no sea sustituible por pena distinta de la de prisión; y 

III. Las acciones tendientes a generar espacios de autogobierno 
en la prisión. 

Artículo 70. El recurso de impugnación en contra de las 
resoluciones del juez de ejecución de penas, dejará en suspenso 
la aplicación de la sanción, hasta que el juez de ejecución de 
penas de segunda instancia resuelva en definitiva, sin perjuicio 
de que se establezcan las medidas que sin limitar derechos, 
garanticen la seguridad, la disciplina y el orden en el centro 
federal de ejecución de penas.  

Artículo 71. Las víctimas del delito y sus familiares podrán 
acudir ante los jueces de ejecución de penas para denunciar 
cualquier incumplimiento o forma de simulación que favorezca 
la impunidad del condenado, así como las desviaciones respecto 
de la ejecución de la pena impuesta.  

Artículo 72. El juez de ejecución de penas tendrá la facultad de 
suspender hasta por un mes al Comisionado de los Centros 
Federales de Ejecución de Penas, así como a los directores de 
los mismos, cuando:  

I. No atienda en sus términos las medidas cautelares 
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ordenadas por un juez;  

II. Repita los actos u omisiones consideradas como violatorios 
de derechos humanos en el auto que resuelve el procedimiento 
de impugnación;  

III. Obstruya o no evite la obstrucción de las funciones de los 
defensores de ofiuco, los visitadores de los organismos públicos 
de protección de los derechos humanos y del personal del 
tribunal; y  

IV. Niegue la información que no sea clasificada a los 
legisladores federales que la soliciten. 

Título XII  
Ejecución  

Capítulo I  
Disposiciones Generales  

Artículo 73. En toda sentencia condenatoria el tribunal que la 
dicte prevendrá que se amoneste al reo para que no reincida, 
advirtiéndole las sanciones a que se expone, lo que se hará en 
diligencia con las formalidades que señala el artículo 42 del 
Código Penal Federal. La falta de esa diligencia no impedirá 
que se hagan efectivas las sanciones de reincidencia y de 
habitualidad que fueren procedentes.  

Artículo 74. La ejecución de las sentencias irrevocables en 
materia penal corresponde al Poder Ejecutivo, quien, por 
medio del órgano que designe la Ley, determinará, en su caso, 
el lugar y las modalidades de ejecución, ajustándose a lo 
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previsto en el Código Penal, en las normas sobre ejecución de 
penas y medidas y en la sentencia.  

Será deber del Ministerio Público practicar todas las 
diligencias conducentes a fin de que las sentencias sean 
estrictamente cumplidas; y lo hará así, ya gestionando cerca de 
las autoridades administrativas lo que proceda, o ya exigiendo 
ante los tribunales la represión de todos los abusos que aquéllas 
o sus subalternos cometan, cuando se aparten de lo prevenido 
en las sentencias, en pro o en contra de los individuos que sean 
objeto de ellas.  

Artículo 75. El Ministerio Público cumplirá con el deber que le 
impone el artículo anterior siempre que, por queja del 
interesado o de cualquiera otra manera, llegue a su noticia que 
la autoridad encargada de la ejecución de la sentencia se aparta 
de lo ordenado en ella. Los agentes del Ministerio Público, para 
hacer sus gestiones en tales casos ante la autoridad 
administrativa o ante los tribunales, recabarán previamente 
instrucciones expresas y escritas del Procurador General de la 
República.  

Artículo 76. Pronunciada una sentencia ejecutoriada 
condenatoria o absolutoria, el juez o el tribunal que las 
pronuncie expedirán dentro de cuarenta y ocho horas, una 
copia certificada para la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social, con los datos de identificación del reo. El 
incumplimiento de esta disposición será sancionado con una 
multa de cinco a quince días de salario mínimo.  

El juez está obligado a dictar de oficio, todas las providencias 
conducentes para que el reo sea puesto a disposición de la 
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Dirección General de Prevención y Readaptación Social. El 
incumplimiento de esta obligación se sancionará con multa de 
veinte a cuarenta días de salario mínimo.  

Artículo 77. El Ministerio Público solicitará de los tribunales 
que, para los efectos del artículo 37 del Código Penal Federal, 
se envíe a la autoridad fiscal que corresponda, copia autorizada 
de la sentencia en que se condena a la sanción pecuniaria, para 
que se haga efectivo su importe.  

Artículo 78. Efectuado el pago de la sanción pecuniaria, en todo 
o en parte, la autoridad fiscal, dentro del improrrogable 
término de tres días, pondrá la cantidad correspondiente a la 
reparación del daño a disposición del tribunal, el que hará 
comparecer a quien tenga derecho a ella para hacerle entrega 
inmediata de su importe.  

El tribunal podrá aplicar a la autoridad fiscal el medio de 
apremio que estime necesario para que dé cumplimiento a la 
obligación que le impone este artículo.  

Artículo 79. Cuando un reo enloquezca después de dictarse en 
su contra sentencia irrevocable que lo condene a pena corporal, 
se suspenderán los efectos de ésta mientras no recobre la razón, 
internándosele en un hospital público para su tratamiento.  

Artículo 80. Cuando se decrete el decomiso, se estará a lo 
previsto en el Código Penal Federal para los fines de 
conservación, destrucción, venta y aplicación de instrumentos, 
objetos y productos de los delitos.  
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Capítulo II  
Condena Condicional  

Artículo 81. Las pruebas que se promuevan para acreditar los 
requisitos que exige el artículo 90 del Código Penal para la 
concesión de la condena condicional, se rendirán durante la 
instrucción sin que el ofrecimiento de esas pruebas por parte 
del procesado, signifique la aceptación de su responsabilidad en 
los hechos que se le imputan.  

Artículo 82. Al formular conclusiones el agente del Ministerio 
Público o el defensor, si estiman procedente la condena 
condicional, lo indicarán así para el caso en que el tribunal 
imponga una pena privativa de libertad que no exceda de 
cuatro años.  

Artículo 83. Si el procesado o su defensor no hubieren 
solicitado en sus conclusiones el otorgamiento del beneficio de 
la condena condicional y si no se concediere de oficio, podrán 
solicitarla y rendir las pruebas respectivas durante la 
tramitación de la segunda instancia.  

El reo que considere que al dictarse sentencia reunía las 
condiciones fijadas en el artículo 90 del Código Penal para el 
Distrito y Territorios Federales, en materia de Fuero Común, y 
para toda la República en materia de Fuero Federal, y que está 
en aptitudes de cumplir los demás requisitos que en el propio 
precepto se establecen, si es por inadvertencia de su parte o de 
los Tribunales que no obtuvo en la sentencia el otorgamiento de 
la condena condicional, podrá promover que se le conceda 
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Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán: 
 

I. a III. ...  

 

 

 

 

 

 

abriendo el incidente respectivo ante el juez de la causa.  

Artículo 84. Cuando por alguna de las causas que señala el 
artículo 90 del Código Penal Federal deba hacerse efectiva la 
sanción impuesta, revocándose el beneficio de la condena 
condicional, el tribunal que concedió éste, procederá, con 
audiencia del Ministerio Público, y del reo y de su defensor, si 
fuere posible, a comprobar la existencia de dicha causa y, en su 
caso, ordenará que se ejecute la sanción.  

Artículo Segundo. Se adicionan la fracción IV del artículo 50 y 
el artículo 50 Quáter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación, para quedar como siguen:  

Artículo 50. ...  

I. a III. ...  

IV. De los procedimientos de vigilancia de la ejecución de 
sanciones por delitos del orden federal. 

Artículo 50 Quáter. Los jueces de distrito en materia de 
ejecución de sanciones penales conocerán:  

 
I. Del control de la legalidad en la ejecución de las sanciones 
impuestas;  
 
II Resolver los recursos de revisión que se presenten durante 
la ejecución de la sanción;  

III. Aprobar el Programa Individualizado de Ejecución de la 
Sanción y darle seguimiento; 
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IV. Atender solicitudes presentadas por los adolescentes 
sancionados o sus representantes legales;  

V. Evaluar cada seis meses las sanciones privativas de libertad 
impuestas, pudiendo ordenar su continuación, sustitución o 
término;  

VI. Revocar o sustituir la sanción impuesta si la misma 
produjo sus efectos; 

VII. Dictar resoluciones mediante las cuales se dé por 
cumplida la sanción impuesta;  

VIII. Controlar el cumplimiento adecuado del régimen 
penitenciario;  

IX. Inspeccionar o disponer de medidas de inspección a los 
centros federales de readaptación social o donde haya internos 
del fuero federal;  

X. Hacer comparecer a los sentenciados con fines de vigilancia 
y control;  

XI. Vigilar que las autoridades ejecutoras cumplan con las 
leyes aplicables a las personas sentenciadas, y  

XII. De las demás atribuciones que otras leyes o disposiciones 
jurídicas les confieran. 
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LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

FEDERAL 
 

 
Artículo 30 bis.- A la Secretaría de Seguridad Pública 
corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 
 
 

I. a XXII. …  
 
 
XXIII. Ejecutar las penas por delitos del orden federal y 
administrar el sistema federal penitenciario; así como organizar y 
dirigir las actividades de apoyo a liberados; 

 

XIV al XXVI... 

 

 

 

 
Artículo 77.- Corresponde al Ejecutivo Federal la ejecución de 
las sanciones con consulta del órgano técnico que señale la ley. 
 
 
 

 
Artículo Tercero. Se reforma el artículo 30 Bis, fracción XXIII, 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para 
quedar como sigue:  

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad Pública corresponde 
el despacho de los siguientes asuntos:  

I. a XXII. …  

 

XXIII. Ejecutar las penas por delitos del orden federal y 
administrar el sistema federal penitenciario y cumplir los 
requerimientos y mandamientos de los jueces de ejecución de 
sanciones penales, así como, organizar y dirigir las actividades 
de apoyo a liberados;  

XIV al XXVI... 

 

 

Artículo Cuarto. Se derogan los artículos 77, 84, 85, 86 y 87 del 
Código Penal Federal, para quedar como sigue:  

Artículo 77. Se deroga.  
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Artículo 84.- Se concederá libertad preparatoria al condenado, 
previo el informe a que se refiere el Código de Procedimientos 
Penales, que hubiere cumplido las tres quintas partes de su 
condena, si se trata de delitos intencionales, o la mitad de la 
misma en caso de delitos imprudenciales, siempre y cuando 
cumpla con los siguientes requisitos: 

 
I.- Que haya observado buena conducta durante la ejecución 

de su sentencia; 
 
II.- Que del examen de su personalidad se presuma que está 

socialmente readaptado y en condiciones de no volver a 
delinquir, y 

 
III.- Que haya reparado o se comprometa a reparar el daño 

causado, sujetándose a la forma, medidas y términos que se le 
fijen para dicho objeto, si no puede cubrirlo desde luego. 

 
Llenados los requisitos anteriores, la autoridad competente 

tendrá un plazo no mayor a 30 días hábiles para conceder la 
libertad preparatoria o en su caso informar al interesado el 
resultado de su trámite, dicha libertad preparatoria estará sujeta 
a las siguientes condiciones: 

 
a).- Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, e 

informe a la autoridad de los cambios de su domicilio. La 
designación del lugar de residencia se hará conciliando la 
circunstancia de que el reo pueda proporcionarse trabajo en el 
lugar que se fije, con el hecho de que su permanencia en él no 
sea un obstáculo para su enmienda; 

 

 
Artículo 84. Se deroga.  
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b).- Desempeñar en el plazo que la resolución determine, 
oficio, arte, industria o profesión lícitos, si no tuviere medios 
propios de subsistencia; 

 
c).- Abstenerse del abuso de bebidas embriagantes y del 

empleo de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que 
produzcan efectos similares, salvo por prescripción médica; 

 
d).- Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que 

se le dicten y a la vigilancia de alguna persona honrada y de 
arraigo, que se obligue a informar sobre su conducta, 
presentándolo siempre que para ello fuere requerida. 
 

 
Artículo 85.- No se concederá la libertad preparatoria a: 

 
I. Los sentenciados por alguno de los delitos previstos en este 

Código que a continuación se señalan: 
 
a) Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aéreo, 

previsto en el artículo 172 bis, párrafo tercero; 
 
b) Contra la salud, previsto en el artículo 194, salvo que se 

trate de individuos en los que concurran evidente atraso cultural, 
aislamiento social y extrema necesidad económica; y para la 
modalidad de transportación, si cumplen con los requisitos 
establecidos en los artículos 84 y 90, fracción I, inciso c), para lo 
cual deberán ser primodelincuentes, a pesar de no hallarse en los 
tres supuestos señalados en la excepción general de este inciso; 

 
c) Corrupción de menores o incapaces, previsto en el artículo 

201;  

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 85. Se deroga.  
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d) Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 bis; 
 
e) Homicidio, previsto en los artículos 315, 315 bis y 320; 
 
f) Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos párrafos 

últimos, y tráfico de menores, previsto en el artículo 366 ter. 
 
g) Comercialización de objetos robados, previsto en el artículo 

368 ter; 
 
h) Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 bis; 
 
i) Robo, previsto en los artículos 371, último párrafo; 372; 

381 fracciones VII, VIII, IX, X, XI y XV; y 381 bis, o 
 
j) Operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en 

el artículo 400 bis, o 
 
II. Los que incurran en segunda reincidencia de delito doloso, 

o sean considerados delincuentes habituales. 
 
Tratándose de los delitos comprendidos en el Título Décimo de 

este Código, la libertad preparatoria sólo se concederá cuando se 
satisfaga la reparación del daño a que se refiere la fracción III 
del artículo 30 o se otorgue caución que la garantice. 
 
 
Artículo 86.- La autoridad competente revocará la libertad 
preparatoria cuando: 

 
I. El liberado incumpla injustificadamente con las condiciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 86. Se deroga.  
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impuestas para otorgarle el beneficio. La autoridad podrá, en 
caso de un primer incumplimiento, amonestar al sentenciado y 
apercibirlo de revocar el beneficio en caso de un segundo 
incumplimiento. Cuando el liberado infrinja medidas que 
establezcan presentaciones frecuentes para tratamiento, la 
revocación sólo procederá al tercer incumplimiento, o 

 
II. El liberado sea condenado por nuevo delito doloso, 

mediante sentencia ejecutoriada, en cuyo caso la revocación 
operará de oficio. Si el nuevo delito fuere culposo, la autoridad 
podrá, motivadamente y según la gravedad del hecho, revocar o 
mantener la libertad preparatoria. 

 
El condenado cuya libertad preparatoria sea revocada deberá 

cumplir el resto de la pena en prisión, para lo cual la autoridad 
considerará el tiempo de cumplimiento en libertad. Los hechos 
que originen los nuevos procesos a que se refiere la fracción II de 
este artículo interrumpen los plazos para extinguir la sanción. 

 
 

Artículo 87.- Los sentenciados que disfruten de libertad 
preparatoria, quedarán bajo el cuidado y vigilancia de la 
Dirección General de Servicios Coordinados de Prevención y 
Readaptación Social. 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

 

Artículo 528.- En toda sentencia condenatoria el tribunal que la 
dicte prevendrá que se amoneste al reo para que no reincida, 
advirtiéndole las sanciones a que se expone, lo que se hará en 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 87. Se deroga.  

 

Artículo Quinto. Se derogan los artículos del 528 al 539 del 
Código Federal de Procedimientos Penales.  

 

Artículo 528. Se deroga.  
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diligencia con las formalidades que señala el artículo 42 del 
Código Penal. La falta de esa diligencia no impedirá que se 
hagan efectivas las sanciones de reincidencia y de habitualidad 
que fueren procedentes. 

 
Artículo 529.- La ejecución de las sentencias irrevocables en 
materia penal corresponde al Poder Ejecutivo, quien, por medio 
del órgano que designe la Ley, determinará, en su caso, el lugar y 
las modalidades de ejecución, ajustándose a lo previsto en el 
Código Penal, en las normas sobre ejecución de penas y medidas 
y en la sentencia. 

 
Será deber del Ministerio Público practicar todas las diligencias 
conducentes a fin de que las sentencias sean estrictamente 
cumplidas; y lo hará así, ya gestionando cerca de las autoridades 
administrativas lo que proceda, o ya exigiendo ante los tribunales 
la represión de todos los abusos que aquéllas o sus subalternos 
cometan, cuando se aparten de lo prevenido en las sentencias, en 
pro o en contra de los individuos que sean objeto de ellas. 
 

 
Artículo 530.- El Ministerio Público cumplirá con el deber que le 
impone el artículo anterior siempre que, por queja del interesado 
o de cualquiera otra manera, llegue a su noticia que la autoridad 
encargada de la ejecución de la sentencia se aparta de lo 
ordenado en ella. Los Agentes del Ministerio Público, para hacer 
sus gestiones en tales casos ante la autoridad administrativa o 
ante los tribunales, recabarán previamente instrucciones 
expresas y escritas del Procurador General de la República. 

 
Artículo 531.- Pronunciada una sentencia ejecutoriada 
condenatoria o absolutoria, el juez o el tribunal que las 

 

 

 
Artículo 529. Se deroga.  

 

 

 

 

 

 

 
 
Artículo 530. Se deroga.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 531. Se deroga.  
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pronuncie expedirá dentro de cuarenta y ocho horas, una copia 
certificada para la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social, con los datos de identificación del reo. El 
incumplimiento de esta disposición será sancionado con una 
multa de cinco a quince días de salario mínimo. 

 
El juez está obligado a dictar de oficio, todas las providencias 
conducentes para que el reo sea puesto a disposición de la 
Dirección General de Prevención y Readaptación Social. El 
incumplimiento de esta obligación se sancionará con multa de 
veinte a cuarenta días de salario mínimo. 

 
Artículo 532.- El Ministerio Público solicitará de los tribunales 
que, para los efectos del artículo 37 del Código Penal, se envíe a 
la autoridad fiscal que corresponda, copia autorizada de la 
sentencia en que se condena a la sanción pecuniaria, para que se 
haga efectivo su importe. 

 
Artículo 533.- Efectuado el pago de la sanción pecuniaria, en 
todo o en parte, la autoridad fiscal, dentro del improrrogable 
término de tres días, pondrá la cantidad correspondiente a la 
reparación del daño a disposición del tribunal, el que hará 
comparecer a quien tenga derecho a ella para hacerle entrega 
inmediata de su importe. 

 
El tribunal podrá aplicar a la autoridad fiscal el medio de 
apremio que estime necesario para que dé cumplimiento a la 
obligación que le impone este artículo. 

 
Artículo 534.- Cuando un reo enloquezca después de dictarse en 
su contra sentencia irrevocable que lo condene a pena corporal, 
se suspenderán los efectos de ésta mientras no recobre la razón, 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 532. Se deroga.  
 
 
 
 
 
Artículo 533. Se deroga.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 534. Se deroga.  
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internándosele en un hospital público para su tratamiento. 
 

Artículo 535.- Cuando se decrete el decomiso, se estará a lo 
previsto en el Código Penal para los fines de conservación, 
destrucción, venta y aplicación de instrumentos, objetos y 
productos de los delitos. 

 
CAPITULO II 

Condena condicional 
 

Artículo 536.- Las pruebas que se promuevan para acreditar los 
requisitos que exige el artículo 90 del Código Penal para la 
concesión de la condena condicional, se rendirán durante la 
instrucción sin que el ofrecimiento de esas pruebas por parte del 
procesado, signifique la aceptación de su responsabilidad en los 
hechos que se le imputan. 

 
Artículo 537.- Al formular conclusiones el agente del Ministerio 
Público o el defensor, si estiman procedente la condena 
condicional, lo indicarán así para el caso en que el tribunal 
imponga una pena privativa de libertad que no exceda de cuatro 
años. 

 
Artículo 538.- Si el procesado o su defensor no hubieren 
solicitado en sus conclusiones el otorgamiento del beneficio de la 
condena condicional y si no se concediere de oficio, podrán 
solicitarla y rendir las pruebas respectivas durante la tramitación 
de la segunda instancia. 

 
El reo que considere que al dictarse sentencia reunía las 
condiciones fijadas en el artículo 90 del Código Penal para el 
Distrito y Territorios Federales, en materia de Fuero Común, y 

 
 
Artículo 535. Se deroga.  
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 536. Se deroga.  
 
 
 
 
 
 
Artículo 537. Se deroga.  
 
 
 
 
 
Artículo 538. Se deroga.  
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para toda la República en materia de Fuero Federal, y que está 
en aptitudes de cumplir los demás requisitos que en el propio 
precepto se establecen, si es por inadvertencia de su parte o de 
los Tribunales que no obtuvo en la sentencia el otorgamiento de 
la condena condicional, podrá promover que se le conceda 
abriendo el incidente respectivo ante el juez de la causa. 

 
Artículo 539.- Cuando por alguna de las causas que señala el 

artículo 90 del Código Penal deba hacerse efectiva la sanción 
impuesta, revocándose el beneficio de la condena condicional, el 
tribunal que concedió éste, procederá, con audiencia del 
Ministerio Público, y del reo y de su defensor, si fuere posible, a 
comprobar la existencia de dicha causa y, en su caso, ordenará 
que se ejecute la sanción. 

 
 
 
 
 
 
 
Artículo 539. Se deroga.  
 
 
 
 
 

 

 Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al año siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Los procedimientos de ejecución de sanciones penales 
iniciados con antelación a la entrada en vigor del presente decreto, 
se regirán por las leyes vigentes en su momento; pero el 
sentenciado podrá optar por las disposiciones de la presente ley. La 
autoridad que esté conociendo o que haya conocido del 
procedimiento, aplicará de oficio la ley más favorable para el 
sentenciado.  

Tercero. Dentro del plazo de entrada en vigor del presente decreto, 
el Ejecutivo federal y las autoridades federales correspondientes 
deberán expedir el Reglamento de la Ley Federal de Ejecución de 
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Sanciones Penales y de los Centros Federales de Readaptación 
Social, realizar los cambios necesarios para la adecuación orgánica 
de la administración pública y celebrar los convenios que fueren 
necesarios.  

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, preverá las 
partidas necesarias en el Presupuesto de Egresos de la Federación, 
a efecto de proporcionar los recursos suficientes para la debida 
aplicación del presente decreto.  

Quinto. Se abroga la Ley que establece las Normas Mínimas sobre 
Readaptación Social de Sentenciados, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación del 19 de mayo de 1971.  

Sexto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 
presente decreto. 

MGMS 
 
 
 
 


